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             EXPED. T-2a. 66001-31-18-002-2017-00056-01
____________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.      El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
SALVAMENTO DE VOTO  

Magistrado: Edder Jimmy Sánchez Calambás
Acción de Tutela No. 66001-31-18-002-2017-00056-01
Accionante: Andrés Felipe Chica Mejía
Accionado: Colpensiones
Magistrado Ponente: Jairo Ernesto Escobar Sanz
Pereira, tres de mayo de dos mil diecisiete _____________________________________________
Con mi acostumbrado respeto hacia los restantes integrantes de la Sala, consigno las razones que me llevan a apartarme de la decisión adoptada en el proceso de la referencia.  

Mi discrepancia, en concreto, es frente a las razones con base en las cuales se revocó la sentencia proferida el 14 de marzo de 2017 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira y en su lugar se declaró improcedente el amparo al derecho de petición, y que en mi concepto, al contrario de lo que dispuso la mayoría, debió salir avante.
Me explico: Se consideró que el doctor Andrés Felipe Chica Mejía no estaba legitimado para promover la solicitud de amparo constitucional en nombre propio, ya que fue en representación de la señora María Libia Acevedo Echeverry y conforme al poder otorgado por la misma que radicó ante Colpensiones la petición que según expuso, no ha sido resuelta, lo que significa que la titular del derecho de petición cuya protección demanda, es la señora Acevedo Echeverry, situación de la que discrepo, toda vez que el doctor Chica Mejía, demostró ser él, quien elevó la petición ante Colpensiones (fl. 33) y así lo expuso en su escrito de tutela, donde además manifestó que el amparo constitucional lo invocaba en nombre propio y no en su condición de apoderado judicial de la mencionada poderdante (fl. 3), por tanto se encuentra legitimado en la causa para interponer el amparo de su derecho fundamental de petición. 

El derecho fundamental de petición consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, otorga la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades por cualquier persona, ya sea con motivos de interés general o particular y, además, de obtener una respuesta pronta.  Ahora bien, el 30 de junio de 2015 se expidió la Ley 1755, "Por medio de la cual se regula el derecho fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. Legislación que destaca la obligación de resolver o contestar la solicitud dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su recibo, salvo algunas excepciones.
Si la mayoría de la Sala considera que lo relacionado con el reconocimiento y pago de las costas procesales es un asunto que solo atañe a la señora María Libia Acevedo Echeverry, en ese sentido será la respuesta que otorgue la entidad accionada, pero en todo caso es su obligación contestar la petición que elevó el actor.
Es así como en el asunto referido considero que efectivamente existe vulneración al derecho fundamental de petición del accionante, puesto que, no ha obtenido una respuesta de fondo a la solicitud formulada.
Atentamente,

Edder Jimmy Sánchez Calambás
Magistrado
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